CONSTITUCION Y SISTEMA
ECONOMICO (*)

LUIS CARLOS FERNANDEZ-ESPINAR Y LOPEZ

El libro del profesor BassoLs CoMma -Constitucion y sistema econémico
es un andlisis eminentemente juridico de las implicaciones existentes entre
la Constitucién y el sistema econdémico; es decir, un estudio de la Constitu-
cién econdémica que existe dentro de la Constitucién propiamente dicha.

«El concepto de Constitucién econdémica designa el marco juridico fun-
damental para la estructura y funcionamiento de la actividad econémica o,
dicho de otro modo, para el orden del proceso econémico. En ella se definen
el orden econdmico en sus fundamentos esenciales y se establecen normas que
sirvan de pardmetro para la accién de los operadores econdmicos» (1).

BassoLs Coma divide el contenido del libro en siete capitulos: I. Consti-
tucionalismo econdmico; II. El marco politico y econémico del proceso cons-
tituyente; [11. Los derechos econémicos; IV. La actividad econémica ptiblica
y sus manifestaciones; V. La planificacién econémica; VI. Sistema econémi-
co y Estado de las Autonomias, y VII. Consideraciones finales.

1. El autor empieza analizando cémo el intervencionismo administrativo
resulté ser la manifestacién real del Estado liberal, es decir, su Constitucién
econémica material. Sin embargo, en sus premisas ideolégicas y, en consccuen-
cia, en la plasmacién constitucional no admitié otros derechos que los pre-
existentes al propio Estado. De este modo la proclamacién de los derechos
sociales y las valoraciones constitucionales del orden econdémico no apare-
ceran hasta la primera posguerra mundial (p. 27).

(®*) MARTIN BassorLs CoMa, Constitucion y sistema econémico, Editorial Tecnos,
Madrid, 1985.
(1) Véase sentencia del Tribunal Constitucional de 16-X1-1981, voto particular.
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La experiencia de la Repiiblica de WEIMAR y su Constitucién de 1919
constituyé el primer intento moderno de renovacién del constitucionalismo
econdmico. La cultura juridica de la época desarrollé una importante refle-
Xién tedrica sobre aquel material constitucional al propio tiempo que siste-
matizé y desarrolld nuevas ramas del Derecho: el Derecho Econémico, el
Derecho del Trabajo y el Derecho Social. En el orden estrictamente econd-
mico emergié la idea de la planificacién como simple sustitucién de la racio-
nalidad econdémica, basada en la libre competencia empresarial, por la ra-
cionalidad social, que elimina el beneficio (p. 30).

De este modo, surgié como garante y, a la vez, instrumento de esta trans-
formacién, en la concepcién de HILFERDING, el «Estado democratico». Esta
nueva categoria de Estado, unida a la de la planificacién econémica, consti-
tuyeron el fundamento de la democracia econémica, como trasposicién de la
democracia politica al campo econdmico. Ante los ataques doctrinales de
C. ScuMmITT, en la teoria constitucional, HELLER desarrollé otro concepto
capital: el «Estado social de Derecho» como primer paso hacia una socie-
dad totalmente socializada (p. 32).

Al término de la segunda guerra mundial se inicia una nueva singladura
en el Derecho constitucional econdmico. Surge una nueva forma de Estado,
que recibié distintas denominaciones segin el enfoque que prevalecia en sus
andélisis: en el ambito de la sociologia politica, Estado de bienestar o Welfare
State; en el juridico constitucional, Estado social y democratico de Derecho;
en el de la técnica econdmica, Estado de economia mixta; en el de las rela-
ciones industriales o laborales, democracia econémica o social.

Este nuevo constitucionalismo econémico se diferencié en su cristaliza-
cién formal del de la primera posguerra. Mientras los modelos, inspirados en
la Constitucion de WEIMAR, aspiraban a una transformacién del orden social
y econémico a través de una rigida y exhaustiva codificacién de institucio-
nes socioeconémicas, tanto ptiblicas como privadas, desde las que poder diri-
gir e imponer juridicamente aquel proceso, el nuevo constitucionalismo, fruto
de un compromiso politico y del pluralismo ideoldgico, es mucho mas ambi-
guo y menos ambicioso: satisface sus pretensiones con la consagracién en el
texto constitucional de normas de principio de marcado carécter declarativo
sobre fines sociales o de rechazo del orden econémico liberal: la incorpora-
cién de los llamados «Derechos sociales» concebidos no como esferas pri-
vativas de los ciudadanos, sino como prestaciones u obligaciones a asumir
progresivamente por el Estado, junto con la previsién de medidas facultati-
vas de nacionalizacién —art. 43 de la Constitucién italiana, art. 15 de la
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Ley Fundamental de Bonn y predmbulo de la Constitucidn francesa de 1946—
por exigencias del interés general y colectivo (p. 41).

La elasticidad de las formulaciones econémicas ha permitido a los parti-
dos gobernantes una gran flexibilidad en su gestién econdmica, desarrollando
politicas de signo coyuntural al amparo de las técnicas presupuestarias y fi-
nancieras, sin necesidad de apelar a las reformas estructurales econémico-
sociales previstas en los textos constitucionales. Este panorama, sefala Bas-
soLs CoMa, sin embargo, ha sufrido importantes variaciones a partir de 1973
con el fin de la etapa de la prosperidad econémica. Las técnicas habituales
de la politica econémica se han visto impotentes para afrontar la nueva situa-
cién, y la aparicién de nuevas fuerzas politicas, junto con la reivindicacién
de nuevas demandas sociales, imponen una nueva interpretacién y actualiza-
cién de preceptos constitucionales hasta ahora olvidados, incumplidos o de-
fectuosamente aplicados. Ante estas nuevas realidades, la funcién de la jus-
ticia constitucional adquiere nuevos perfiles y una mayor complejidad y
compromiso (p. 45).

2. En nuestros dias, una Constitucién no es el producto de una racio-
nalidad abstracta como se presumia en el siglo xvii1, sino que, en palabras
de K. C. WHEARE, «en realidad, una Constitucién es la resultante de un pa-
ralelogramo de fuerzas —politicas, econdémicas y sociales— que actdan en
el momento de su adopcién» (2). Mientras en el constitucionalismo clasico
el objeto del orden constitucional giraba casi exclusivamente en la articu-
lacién del proceso politico del ejercicio del poder —en el seno de un orden
social y econémico que se consideraba dotado de una legitimidad auténoma
¢ independiente—, en el constitucionalismo moderno los problemas de inter-
pretacidn juridica adquieren una mayor complejidad por cuanto los textos
constitucionales reflejan e incorporan valores o pronunciamientos ideoldgi-
cos, con mayor o menor extensién, sobre el orden econémico-social, dejando
asi de ser componentes indiferentes o absolutamente auténomos (p. 64).

BassoLs CoMa, al analizar el contexto ideolégico en el que ha nacido la
Constitucién espafiola de 1978, entiende que ésta emerge en un momento
en el que se pone en cuestién precisamente el fundamento operativo y la
viabilidad econdémica del Estado intervencionista como Estado de bienestar
o Welfare State, al hilo de un renacimiento de las tesis neoliberales. Casi
paralelamente a la peticién de cambio de rumbo del Welfare State, se pro-
duce a partir de 1973 su crisis real mds profunda, que lo ha situado al borde

(2) K. C. WHEARE, Las Constituciones modernas, Labor, Barcelona, 1975, p. 73.
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del agotamiento institucional. Las crisis petroliferas de 1973 y 1979 y sus
secuelas: la inflacidn, el paro y la desocupacién, han repercutido seriamente
en su funcionamiento asistencial y redistributivo, a la par que han puesto
de manifiesto la debilidad y las disfunciones de los mecanismos de politica
econdmica que lo sustentaban: la politica keynesiana, manipulacién de la
demanda global y del gasto puablico. En este contexto, los planteamientos
técnico-econémicos neoliberales sobre la necesidad de introducir criterios de
economia de mercado en el funcionamiento del sector publico presupuesta-
rio y empresarial, la sustitucién del puro calculo politico por criterios de
eficiencia y economicidad en el gasto ptiblico y en la actividad financiera
ordinaria, se han introducido abiertamente en los Estados europeos y han
renovado las técnicas de gestion del Estado de bienestar (p. 69).

El autor, tras recorrer el tratamiento dado a las cuestiones econdémicas
en la transicién politica espafiola, que tuvo como acontecimiento mas decisi-
vo la firma de los Pactos de la Moncloa, analiza los discursos mds importan-
tes sobre ¢l modelo de sociedad y la gestion econémica durante la elabora-
cién de la Constitucién de 1978 (pp. 87-90).

Una primera aproximacién al texto constitucional pone de manifiesto, en
primer lugar, la influencia de la Constitucién portuguesa por la extension de
las materias de indole econdémica, y en segundo lugar, la prolifica utilizacién
de conceptos técnico-ccondmicos como nicleo esencial de algunos precep-
tos juridicos. Sin embargo, esta abundancia de preceptos contrasta con la
absoluta falta de sistemética en su orden expositivo. BassoLs Coma, no
obstante, sefiala importantes lagunas: ausencia de toda referencia valorativa
o finalista sobre el sistema crediticio o el funcionamiento del sistema finan-
ciero; inexistencia de un tratamiento sobre la empresa pidblica; la falta de
predeterminacidn sobre los fines del presupuesto anual, beneficios fiscales u
obligaciones financieras; y Deuda puiblica (p. 106).

La exposicién de las materias de indole econémico son divididas por el
autor en dos grandes apartados: estudio de los derechos de contenido eco-
némico, como manifestacién de los derechos e intereses de los particulares,
y andlisis de las técnicas generales de actuacién econémica de los poderes
ptblicos. v

3. Tradicionalmente, por derechos de naturaleza econémica se ha en-
tendido: el derecho de propiedad, la libertad de empresa y el derecho de
trabajo y al trabajo, constituyendo el primero el centro de gravedad. La liber-
tad de empresa en la Constitucién de 1978 ha sido enunciada con claridad en
el articulo 38, a diferencia de otros ordenamientos en donde ¢s reconocida
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por vias indirectas. La regulacién de estos derechos sélo puede hacerse por
ley, que en todo caso deberd respetar su contenido esencial, segiin sefiala el
articulo 53.1. Por otra parte, sefala el autor, mientras los derechos funda-
mentales se presentan como auténticos derechos preestatales y como liberta-
des negativas, los derechos econdmicos aparecen como capacidad de hacer
y, por tanto, en potencia susceptibles de limitacién y conformacién legis-
lativa (p. 111).

3.1. El derecho de propiedad esta regulado en el articulo 33, en linea
con las Constituciones de Europa Occidental y con la tradicién constitucional
espafiola, con la dnica innovacién de no destacar el caricter «previo» de la
indemnizacién en los casos de expropiacién, aun cuando proceda en cualquier
caso. La eliminacién del cardcter «previo» de la indemnizacién y su sustitu-
cién por la simple férmula «mediante» ha llamado la atencién de la doctrina,
que, salvo excepciones, entiende que se ha producido una flexibilizacién del
requisito del previo pago mas que una exoneracién del mismo. Si no fuera
asi, se generaria a cargo del administrado «un crédito forzoso sin cobertura
constitucional» (3).

La introduccién del instrumento de la planificacién, junto con el surgi-
miento de inevitables disfunciones en el proceso econémico (contaminacidn,
degradacién ambiental y paisajistica, pérdida de identidad de valores cultu-
rales, etc.) ha determinado la aparicién de una nueva faceta en la aplicacién
de la funcién social de la propiedad: la conservacién de los valores inheren-
tes o naturales de los bienes al objeto de apartarlos o impedir su transfor-
macién productiva. Esta accién permanente de la Administracién ha ido des-
plazando el centro de gravedad de la institucién hacia una situacién juridica
vinculada socialmente, que sirve de fundamento a la accién administrativa,
poniendo en peligro lo que se ha llamado el «contenido esencial del derecho
de propiedad». .

En contraste con las innovaciones en materia de regimenes especificos de
propiedad o de singularizacién de bienes (suelo, recursos naturales, medio
ambiente, patrimonio histérico-artistico, vivienda), la Constitucién espaiiola
no contiene ninguna determinacién especifica sobre la propiedad agraria ni
sobre el tema tradicional de la reforma agraria. En cualquier caso, este tema
ha tenido un reconocimiento expreso en el Estatuto de Autonomia de Anda-
lucia, articulo 12.3.11. Esta disposicién estatutaria no reivindica un concepto
clasico de reforma agraria —en el sentido de un simple reparto de la tierra

(3) E. Garcfa DE ENTERRiA y T. R. FERNANDEZ, Curso de Derecho Administra-
tivo, 1, 4° ed., Madrid, 1983, p. 251.
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frente al latifundismo—, sino una visién funcional de la misma en conexién
con las necesidades regionales, que ha sido recogida en la ley de desarrollo
de 3 de julio de 1984. BassoLs CoMa hace un andlisis de esta ley, y destaca
el Impuesto sobre Tierras Infrautilizadas, que grava la no obtencién de unos
rendimientos susceptibles de producirse, a diferencia de la Contribucién Te-
rritorial Rustica y Pecuaria, que grava la mera susceptibilidad de obtencién de
rendimientos agropecuarios, y del Impuesto sobre la Renta o sobre Socieda-
des, que grava los rendimientos netos obtenidos (p. 131).

3.2. El autor define la libertad de empresa como «aquella libertad que
se reconoce a los ciudadanos para afectar o destinar bienes de cualquier
tipo (principalmente de capital) para la realizacién de actividades econémi-
cas para la produccién e intercambio de bienes y servicios conforme a las
pautas o modelos de organizacién tipicas del mundo econémico contempors-
neo con vistas a la obtencién de un beneficio o ganancias (p. 137).

Desde una perspectiva macroecondmica, la economia de mercado, simbo-
lizada tradicionalmente en la autonomia privada, libertad contractual y liber-
tad de empresa, se ha evidenciado como insuficiente para la regulacién y
estabilidad del ciclo econémico, determinando la introduccién de una accién
correctora del Estado. Este hecho ha tenido su reflejo juridico en la apari-
cién de una disciplina pilbica de la economia (el intervencionismo adminis-
trativo-econémico) y la modulacién de la autonomia de la voluntad. Sin em-
bargo, en la actualidad, con la experiencia acumulada en los afios preceden-
tes, la evolucién del enfoque en el planteamiento del disefio de la politica
econdmica estatal es comtn tanto en los Estados de economia colectiva como
de economia libre. Asi, mientras en los primeros la planificacién integral ha
demostrado sus insuficiencias y rigideces, dando paso a la introduccién de
ciertos mecanismos de economia de libre mercado, en los Estados de econo-
mia libre se han ido abandonando las intervenciones dirigistas por ineficien-
tes, impulsando en su lugar un intervencionismo neoliberal de incitacién y
estimulo: la llamada «economia concertada» (p. 145).

En este contexto, Garcia PELAYO, primer presidente del Tribunal Cons-
titucional, ha interpretado el articulo 38 como «proteccién del derecho sub-
jetivo para crear y mantener empresas y como derecho de la empresa para
decidir sus objetivos y desarrollar su propia planificacién» (4). BassoLs Co-
MA recoge a continuacidn la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre

(4) M. Garcia PELAYO, «Consideraciones sobre las cldusulas econdmicas en la
Constitucidon», en Estudios sobre la Constitucién espafiola de 1978 (dirigido por M. Ra-
MI{REZ), Zaragoza, 1979, p. 42.
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libertad de empresa, en la que destaca la divisién de los magistrados ante la
posibilidad o no de limitar su ejercicio por Decreto-Ley en la sentencia de
2 de diciembre de 1983, sobre expropiacién del Grupo RUMASA, a pesar
de la reserva de ley del articulo 53.1 de la Constitucién (p. 155).

4. En la evolucién de nuestro constitucionalismo econémico observa-
mos que en todas las Constituciones ha sido tradicional reservar un capitulo
para disciplinar la gestién econémica del Estado. Mientras en las Constitu-
ciones del siglo xix las referencias se circunscribian pricticamente a la acti-
vidad financiera del Estado (impuestos, gastos, deuda pdblica y empréstitos
publicos), a su disciplina (sistema presupuestario y contable) y, eventualmen-
te, a la vertiente patrimonial (dominio piblico y patrimonio real), a partir
de la Constitucién de 1931 se inaugura la referencia a los titulos de interven-
cién y actuacién econdmica del Estado. La Constitucién de 1978, en su titu-
lo VII, lleva a cabo la unificacién de ambos componentes: «Economia y Ha-
cienda» (arts. 128 a 136).

Después de explicar los antecedentes parlamentarios y las discusiones
principales a que dio lugar el articulo 128, BassoLs Coma analiza con deta-
lle su contenido. Este precepto reconoce «la iniciativa pdblica en la actividad
econdmica»; en consecuencia, la actuacién econdémica deja de ser asi una
actividad inicialmente reservada a los particulares para poder ser ejercida
también por los entes piblicos. Sin embargo, la equiparacién entre los suje-
tos privados y los entes piblicos no es absoluta e incondicionada, ya que una
interpretacidn sistematica del texto constitucional revela la existencia de limi-
tes cuantitativos y cualitativos que inciden en la expansion del sector piblico
econdmico: principio de subsidiariedad (art. 38 en relacién con el art. 103),
racionalidad del gasto publico (art. 31.2); adecuacién a las exigencias de la
economia de mercado en su actuacién externa (precios, tarifas, relaciones
con los consumidores) y racionalizacién en la financiacién publica, al me-
nos en la fase de dotacién del capital fundacional (p. 170).

El inciso segundo del articulo 128.2 de la Constitucién contempla la téc-
nica de las reservas de recursos y servicios esenciales al sector publico. La re-
serva, seglin la corriente doctrinal dominante, se proyecta no sobre la titula-
ridad de un derecho, pues ello significaria una expropiacién forzosa, sino so-
bre la legitimacién para el ejercicio del derecho o de una situacién juridica
subjetiva. El fundamento juridico institucional de la reserva descansa en la
titularidad dominical que corresponde a la Administracién sobre los bienes
de dominio ptblico. El autor analiza los presupuestos materiales de las re-
servas: recursos y servicios, y a continuacion se refiere a la naturaleza y efec-
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tos del acto legislativo de reserva, del cual dice que debe ser ley votada en
Cortes por cuanto afecta al contenido esencial del derecho de libertad de
empresa (arts. 38 y 53), al suponer para todo un sector o categoria la ex-
clusién de la gestién privada (p. 196).

El inciso tercero del articulo 128.2 permite la intervencién de empresas
cuando asi lo exija el interés general. La intervencién se materializa juridica-
mente a través de la sustitucién de los 6rganos ordinarios de administra-
cién o explotacién por unos 6rganos extraordinarios, los llamados Consejos
de Intervencién o Incautacidn, integrados por representantes de la Adminis-
tracién Pdblica. Sin embargo, a pesar de esta vinculacién del fendmeno de
intervencién a la sustitucién temporal de sus dirigentes, la experiencia ha
evidenciado que todas estas sustituciones temporales han terminado con el
definitivo ingreso de la empresa en el sector piiblico; en consecuencia, puede
afirmarsc que constituyen la antesala de la creacién de una empresa publi-
ca. La normativa reciente de la reconversién y reindustrializacién (Real
Decreto-Ley 8/1983, de 30 de noviembre, y Ley 27/1984, de 26 de julio)
ha instituido una técnica mas fléxible que la intervencién singular sustitutiva
de la gestion, consistente en someter a las empresas afectadas por el plan de
reconversién a la obligacién de formar parte de una sociedad de reconver-
sién, en forma de andnimas y con el objeto social limitado al cumplimiento
de los fines que l¢ asigna el respectivo plan (p. 209).

5. El articulo 131.3 establece que el Estado, mediante ley, podrd pla-
nificar la actividad econdmica general. Sefiala el autor cdmo frente a la ten-
dencia observada en la década de los sesenta, claramente favorable a la insti-
tucionalizacién formalizada de la planificacién econémica, en la actualidad:
motivos de coyuntura econémica, demandas de descentralizacién territorial
y, entre otras, critica a los procesos burocréticos, determinan una prictica
planificadora mucho maés flexible y antiformalista.

La planificacién de tipo indicativo «a la francesa», que en virtud de sus
éxitos influy6é en Inglaterra, Ttalia, Espafia y América Latina, ha ido per-
diendo fuerza expansiva; algunos paises la han abandonado (Italia e Ingla-
terra) y otros se han resistido a introducirla buscando férmulas que permi-
tieran planificar «sin economia planificada» (Alemania, Suiza y otros Esta-
dos federales). BassoLs CoMA invoca en su libro dos tipos de razones para
explicar este fendmeno: de filosofia o técnica econémica e instituciona-
les (p. 217), y pasa a continuacidn al estudio detallado de la evolucién terri-
torial realizada en Francia e Italia como respuesta a las nuevas férmulas de
planificacién mas descentralizada (pp. 219-226).
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El sistema espaiiol de planificacién del articulo 131 se presenta como un
modelo original y con caracteristicas propias: la Constitucién prevé su exis-
tencia como una opcién constitucionalmente operativa, aun cuando no inhe-
rente al sistema politico y econdmico; predetermina los fines, sienta los prin-
cipios y procedimientos para su elaboracidén (participacién de ‘Comunidades
Auténomas, sindicatos y asociaciones empresariales, profesionales y econd-
micas), remitiendo al legislador la institucionalizacién posterior de un Con-
sejo y, finalmente, atribuye al ambito de la reserva de ley la aprobacién de
los respectivos planes.

La pretensién de clasificar a priori, sefiala BAssoLs CoMa, el tipo de pla-
nificacién sancionado en la Constitucién como incompatible con los métodos.
imperativos —es decir, con capacidad para imponer o sehalar objetivos de-
tallados para el sector privado con un control de su cumplimiento e imponer
sanciones o sustituciones en caso de desviacién, y sélo conforme con los mo-
delos indicativos, limitada a las proyecciones de previsiones globales, sus-
ceptibles de ser desarrolladas por vias indirectas de impulso o fomento para
la iniciativa privada— es metodolégicamente incorrecta y no se ve respaldada
por el examen de los antecedentes parlamentarios, anteriormente partidarios
de que en el texto constitucional no figurara formalmente la calificacién de.
la naturaleza de la planificacién. Con ello se dota de una amplia flexibiliza-
cién al sistema de planificacién, pero en absoluto implica la necesidad de
no verificar en cada caso la legitimidad y compatibilidad de cada medida
planificadora con los preceptos y parametros constitucionales de caracter
econdmico. La planificacién debe respetar las exigencias del Estado de Dere-
cho y ser compatible con la libertad de empresa a nivel de técnicas de actua-
cién y ejecucién. La libre empresa y la actuacién ptiblica deben coexistir en
sus respectivos ambitos y, en su caso, coordinarse para la consecucién de los.
fines de la planificacién. En todo caso, la reserva de ley a que estd sometida
la planificacién se convierte en una garantia para que las intervenciones en
la libre empresa tegan que salvaguardar su contenido esencial (p. 237).

La articulacién procedimental de la planificacién —Ejecutivo, Consejo-
y Parlamento— culmina con la aprobacién definitiva de las Cortes Genera-
les, al reservarse a la ley la definitiva adopcién de los planes. De ello se
deriva que cada plan en particular debera revestir la forma de ley, lo cual
no impide la existencia de una ley general sobre la funcién planificadora,
que seria muy util para resolver los problemas de derecho sustantivo y de.
técnica parlamentaria (p. 247).

6. La equidad econémica territorial o espacial es un objetivo basico de.
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la Constitucién y a este objetivo responde, junto a los de caracter politico o
de reivindicaciones histdricas, la nueva articulacién del Estado de las Auto-
nomias. En virtud del articulo 137, es necesario entender que la idea de
equilibrio econémico espacial no sélo es interterritorial, sino también intrate-
rritorial, de tal suerte que cada nivel de gobierno en su esfera debe procurar
el objetivo mdximo del equilibrio econémico (p. 258). BassoLs Coma ana-
liza en este capitulo las relaciones entre el sistema econdmico y las estruc-
turas territoriales, que experimentan un nuevo cambio de estrategia. En efec-
to, mientras en la etapa de desarrollo econémico acelerado, la movilidad en
¢l empleo y el desplazamiento de la poblacién rural a las dreas urbanas exigia
de las entidades territoriales una funcién de acompafiamiento y amortigua-
cién de las disfunciones del crecimiento, a través de una adecuada gestidn
de los servicios sociales y urbanisticos, la crisis econémica actual impone a
dichas entidades una politica de defensa del empleo en el territorio y de
impulso de la reindustrializacién, pasando a un segundo término las aten-
ciones relativas a las infraestructuras y las cuestiones de orden redistri-
butivo (p. 264).

El Informe de la Comisién de Expertos sobre financiacién de las Comu-
nidades Auténomas (7 de julio de 1981) patrocinaba la necesidad de elabo-
rar una «Ley de ordenacién econémica» que abordara fundamentalmente el
contenido concreto de las competencias econémicas correspondientes al Esta-
do y a las Comunidades Auténomas. Esta ley, que no ha sido elaborada to-
davia, segin el mencionado Informe, deberia atender a la salvaguarda de
dos grandes objetivos: las actuaciones que pudieran alterar la unidad de mer-
cado —«entre otras, lo relativo a la financiacién privilegiada, las subvencio-
nes a actividades productoras, la fijacién de normas minimas de seguridad,
higiene y medio ambiente, las autorizaciones y prohibiciones de instalacién
de industrias, asi como las de fijacién de precios y tarifas»— y el instrumen-
tal tipico «de la politica econdémica de estabilidad, distribucién o crecimien-
to, cuyo disefio compete al Estado exclusivamente, con objeto de evitar que
pudieran producirse distorsiones locales a la competencia, de las posibilida-
des de actuacién dentro de dichos dmbitos y coordenadas que correspondan
a las distintas Comunidades Auténomas» (p. 273).

En relacién con las empresas publicas y el sector piblico econémico de
las Comunidades Auténomas, el autor analiza el inicio de éstas en la consti-
tucién de un amplio sector piblico propio y ademds sefiala el reconocimien-
to que han obtenido de poder participar en la gestién del sector ptblico es-
tatal, desde diversos angulos: designacidn de representantes en las empresas
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publicas del Estado que operen en su territorio y no sean objeto de traspaso;
elevacién de informes, estudios y propuestas relativas a la gestién de empre-
sas publicas estatales que operan en el territorio y a su incidencia en la socio-
economia de la regidn, con la particularidad de que, el Gobierno o los 6rga-
nos titulares de la participacién empresarial, deberdn resolver «motivada-
mente» al respecto (p. 283). Por ultimo, en este capitulo sexto, BassoLs
Coma expone las iniciativas desarrolladas en materia de planificacién en las
Comunidades Auténomas de Andalucia, Catalufia y Madrid, en ausencia de
una planificacién formalizada a nivel nacional que dificulta la comprensién
del tema clave de la conexién horizontal y vertical de la planificacién (péa-
ginas 289-297).

7. En este dltimo capitulo del libro, el autor expone sus consideracio-
nes finales, divididas en tres epigrafes: 1.° las dificultades de adaptacién del
sistema econdémico real a las previsiones constitucionales; 2.° la funcién del
Tribunal Constitucional y de los Tribunales ordinarios, y 3.° la Constitucién
econdémica espafiola ante el ingreso en la Comunidad Econémica Europea.

BassoLs CoMa expone el interesante pensamiento del profesor italiano
G. BOGNETTI en una monografia titulada Costituzione economica e Corte
Costituzionale surgida en el marco de una serie de estudios, elaborados por
el llamado Grupo de Mildn, destinados a ofrecer una serie de propuestas
con vistas a la reforma de la vigente Constitucién italiana: «Los efectos so-
ciales de este funcionamiento de la maquinaria econémica se centran visible-
mente en la inflacién —segin BoGNETTI, la inflacién es una expropiacién no
s6lo formal, sino también material, y como tal debe conllevar una indemni-
zacién—, que afecta draméticamente con més gravedad precisamente a los be-
neficiarios de las medidas sociales que dispensa el Estado social; en definitiva,
la inflacién y el déficit presupuestario comprometen frontalmente la realiza-
¢i6n misma del programa del Estado social de bienestar y erosionan la produc-
tividad de la economia privada, que busca su refugio en la economia sumergi-
da» (5). Frente a esta realidad, constatada en la mayoria de los paises occi-
dentales, propone la introduccién de una serie de medidas en la Constitucién
para combatir este fenémeno: fomento de la productividad de la empresa,
preestablecimiento de limites a la politica monetaria y crediticia, clarificacién
y explicitacién de las decisiones de los érganos encargados de elaborar la
politica econémica, cuantificacion de los limites de la presion tributaria y de

(5) G. BoonETTI, Costituzione economica e Corte Costituzionale, Giuffre, Milén,
1983.
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la absorcién de la renta nacional por los poderes publicos, etc. Su propuesta
mds original, sin embargo, radica en la configuracién del Tribunal Consti-
tucional como auténtico garante del buen funcionamiento del sistema econd-
mico mixto, segun la configuracién anteriormente establecida, con capacidad
de enjuiciar no sélo las leyes, sino todos los actos estatales de contenido eco-
némico —incluso los convenios colectivos, a efectos de no sobrepasar los
incrementos salariales determinados topes que podrian incidir en la infla-
cién—, en cuanto pueden desequilibrar el sistema desde el punto de vista
econdmico-financiero con ocasién de la aprobacién de los presupuestos,
emisién de deuda publica o programacién de la politica monetaria y crediti-
cia. En el orden institucional, sugiere BOGNETTI la creacién de un Tribunal
Constitucional Econémico o, alternativamente, la estructuracién de una sec-
cién especializada en dicho Tribunal e integrada por magistrados especiali-
zados en materia econémica. En lineas generales, sefiala BassoLs Coma, la
tesis del autor italiano es exagerada en sus implicaciones juridico-constitu-
cionales, en cuanto reduce el control de constitucionalidad en las materias
econémicas a un juicio de oportunidad o de discrecionalidad de la gestién
econdmica publica, aunque hay que reconocer que pone el dedo en la llaga
de la problemdtica de la incidencia de la actuacién econdémica del Estado
en el mundo contemporaneo. Las cuestiones econémicas no sélo son relevan-
tes desde el punto de vista de la pura economicidad, sino en cuanto que la
economia y la creacién de riqueza es presupuesto para la efectiva viabilidad
y cumplimiento de auténticos objetivos constitucionales, especialmente aqué-
llos que se refieren a los derechos econdmicos y sociales de los ciudadanos
que se materializan en auténticas prestaciones publicas propias del Estado
social de Derecho (pp. 318-321).

Termina BassoLs CoMma el libro analizando dos cuestiones relacionadas
con el ingreso de Espaiia en la Comunidad Econémica Europea: 1.> La com-
patibilidad de los principios y preceptos econémicos de la Constitucién espa-
fiola con los propios de la Comunidad, y 2.* En qué medida pueden resultar
afectados 0 modulados los preceptos econémicos de nuestra Constitucién al
pasar a formar parte el Estado espafiol del ordenamiento juridico comu-
nitario (pp. 330-341).

8. En definitiva, nos encontramos ante un libro general por su estructu-
ra y excelente por su contenido.
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